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tender- que no le era exigible en este segundo caso uD com­
portamiento distinto al Indicado por la Audiencia para ei pri­
mero, procediendo en todo caso ia oportunidad sanatoria.

El ministerio fiscal expone que la, indefensión sobrevenida
por la declaración revocatoria del juzgador superior no :mede
decirse Que sea imputable al actor, pues la actuación de la
Audiencia le dispensó de una actitud más diligente, entendiendo
que e.s procedente otorgar el amparo, que habia de conslstlr en
retrotraer el procedimiento a la oportunidad de subsanación.

El Abogado del Estado manifiesta en su escrito de alegacio­
nes que es conecta la exigencia de postulación señalada por
el Tribunal Supremo, sin que pueda estimarse la indefensión
que el demandante invoca, El becho de que en apelación haya
visto defraudada ·su. confianza en la Audiencia e. algo inhe­
rente a todo supuesto de revocacIón que le perjudique. Final­
mente expone que del articulo 129 de la Ley reguladora de la
Jurisdicción Contencioso-Admlnistratlva no .., infiere en ab­
soluto la obligatoriedad de posibilitar la subsanación, sin que
ello produzca la indefensión a que se refiere el articulo 24 de
la Constitución, pudiendo· el recurrente, en todo caso, -haber
subsanado el defecto al conocer su alegación por la parte con­
traria.

Por providencia de 11 de enero pasado se señaló para la de­
liberación y votación del recurso el día 8 de febrero.

11. FUNDAMENTOS JURID1COS

Prim€ro.-Cual se infiere a :05 antecedentes que se acaban
de consignar. la indefensión a que se ha sometido al recurren­
te, según la argumentación del mismo, con la consiguiente pri­
vación de tutela efectiva por parte de los Tribunales de lo Con­
tencioso-Administrativo. violando de tal modo lo establecido en

el articulo 24.1 de la CE, se ha producido al declararse en las
sentencias del Tribunal Supremo la inadmisibllidad de los re­
cursos con base en lo previsto en el articulo 81.1, bl, de la Ley
de aquella jurisdicción, por haberse interpuesto por persona no
representada debidamente, ya que prescindió de la intervención
de Procurador y Letrado, siendo Que las sentencias apeladas,
dIctadas por la correSpOndiente Sala de Audipncia Territorial,
rechazaran esa misma causa de inadmisibilidad por entender
que tratándose de un proceso especial, d~ lo~ previstos p-n la
Ley 6211978. de Protección de Libertades y Derechos Fundamen­
tales, pero que en realidad implicaba una cuestión de personal
-sanciones a funcionario de Diputación Provincial-, estaba.
dispensado de tales asistencias técnicas, por mor de '10 esta­
blecido en el articulo 33.3 de la Ley de 16 Contencioso-Adminis­
trativo, tesis esta última que el recurrente actual viene a com­
partir, solicitando se declare la nulidad de las sentencias del
Tribunal Supremo, restableciéndole en sus derechos en la forma
seftalada en las sentencias apeladas -que anularon las sancio­
nes- o, alternativamente, se retrotraigan las actuaciones al
momento inicial de los procesos a fin de ser advertido de la
n.e~sidad de actuar con Procurador y/o Letrado para· el ejer·
CIClO de las acciones que le' correspondan.

2. La determinación de si, en los DroceS05 esta bl-pcidos en
la Ley 62/1978, las partes en todo caso df~b€n actU.9T repr-esen­
tada~ por Procu:,ador y dirigidas por Letrlldo, que es la exl.
genCla normal fllada en la Ley reguladora de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa, aplicable supletoriamente en dichos
procesos por mandato del articulo 6.· de la Ley primeramente
dictada, o si, en aquellos casos que puedan reputarse como
cuestIOnes de personal, entra en Juego el precepto del artfcu~
lo 33.3 de la segunda de tales Leyes, y el funcionario público
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La Sala Primera del Tribunal Constitucional, compuesta por
don Manuel Garcia-Pelayo Alonso, Presidente; don Angel Lato­
rre Segura, don Manuei Diez de Velasco Vallejo, doña Gloria
Segué Cantón, don Rafael Gómez-Ferrer Morant y don Angel
Escudero del Corral, Magistrados, ha pronunciado

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

SENTENCIA

En el recurso de amparo número 452/1983. interpuesto por
don Ennque Romero Renaud, representado por el Procurador
don Angel Deleito Villa y asistido del Letrado don Juan Ro­
driguez Diaz, contra la sentencia de 7 de junio de 1983, dictada
por la Sección Segunda de la Audiencia Provincial de Sevilla
en el rollo de apelación número 7/1983, confirmatoria de la
dIctada por el señor Juez de Distrito número 7 de los de Se­
villa el 6. de diciembre de 1982, en los autos de juicio de cong­
mClón numero 263/1981, por presunta vulneración del articu­
lo 24 de la Constitución Española. Han. comparecido el Mi­
nIsterio FIscal y la Entidad -Promotora Inmobiliaria Interna­
CIOnal,. S. A.> (PROn5AI, representada por el Procurador de
los Tnbunales don Rafael Rodríguez Montaut bajo la dirección·
del Letrado don Félix Ester Mutragueño y ha sido ponente el
\1aglstrado don Angel Latorre Segura, quien expresa el pa­
r~cer de la Sala.

puede comparecer por 11, Implica no otra cosa que el mero y
simple examen y aplicación de la legaUdad ordinaria, misión
encomendada a los Tribunales j.urisdlcclonales y en la que. en
principio, no debe entrar er;te constitucional. por la vía del
recurso de amparo, a salvo, claro estA, aquellos supuestos en
que de esa circunstancia de la mera interpretación de la tal
legalidad ordinaria haya derivado una vulneración de derechos
o libertades constitucionalmente protegidos por aquel cauce.
situación que no as la del supuesto de autos, ya que de ningún
modo ·se afirma por el reclamante que su agravio venga de­
terminado exclusivamente por el sentido o signo de las sen­
tencias del Tribunal Supremo, sino que la indefeflsión -de exis­
tir- vendrá causada por la especial situación creada al dis­
crepar el órgano de alzada· respecto del de instancia, aceptando
criterios contrapuestos -pero no revisables en amparo- y si­
tuando al interesado en indefensión a! no poder ya subsanar el
defecto cuestionado. Dicho de otra manera, no se puede afirmar
del modo más absoluto v general que una decisión iurhcial
sitúe en indefensión a un litigante por el hecho de acordl'r que
se precisa o no de Procurador y Letrado para el seguimiento de
un detenninado proceso.

. Tercero.-No puede desconocerse que en la creación de la
situación a que nos venirnos refiriendo lo decisivo fue el signo
o sentido de las sentencias del Tribunal Supremo, en cuanto
que estimatorias de la inadmisibllldad del recurso contencioso­
administrativo, y por ende, revocatorias de los fallos de ins·
tancia. colocaron al demandante en esa situación que reputa
de indefensión, y siendo ello asl -extremo admitido por el inte­
resado-, decae toda consideración referente a si su actuación
procesal en primera instancia estuvo o no condicionada por el
criterio Que mantuvo la 'Sala Territorial. v si e~a misma Darte
litigante pudo o no apartarse de eSe criterio judicial, para cen­
trar nuestra atención en el hecho, absoluta.mente acreditado,
de la Incomparecencia o falta de personación ante el Tribunal
Supremo de esa misma parte, que habla ya adquirido la con:
dición de apelada y a la que constaba Que ~OIJ"'Il"" rontrov~rtida
cuestión seria dilucidada en el recurso de apelación pendiente,
absteniéndose de defender la sentencia de primer grado, y sus
propios pedimentos ante el Tribunal de alzada, por lo Que sur­
ge con claridad la procedencia de denegar el amparo que se
pretende. ya Que mal puede Invocar privación de la tutela Ju­
dicial con la consiguiente indefensión auien por nronia v ex­
clusiva voluhtad se abstiene de defenderse en tan importante
fase procesal' como la detallada y viene a aceptar con su pa­
sividad resoluciones finales y definitivas, para decir luego que
le son gra-vosas y le han privado de defensa.

FALLO

En atención a todo lo expuesto, el Tribunal Constitucional.
POR LA AUTORIDAD QUE LA CONFIERE LA CONSTITUUON
DE LA NAClON ESPAÑOLA,

Ha decidido,

Denegar el amparo sollcitad'o por don José Carmona Frade.

Publlquese esta sentencia en el -Boletín Oficial del Estado>.

Dada en Madrid a 29 de febrero de 1984.-JerÓnimo Arozame-
na Sierra.-Francisco Rubio Llorente.-Luis Diez-Picazo y Pon­
ce de León.-Francisco Tomás y VaUente.-Antonio Truyol Se­
rra.-Francisco Pera Verdaguer.-(Firmados y rubricados.!

1. ANTECEDENTES

Primero.-EI 28 de junJo de 1983 '.., presentó en este Tribu­
nal escrito del Procurador de los Tribunales don Angel Deielto
Villa, en representación de don Enrique Romero Renaud por
el que se interponla recurso de amparo contra la sentencia
de 7 de lunlo de 1983. dictada por la ·Audiencia Provincia! de
Sevilla, confirmatoria de la dictada por el Juez de Distrito
número 7 de la misma ciudad el 6 de dIciembre de 11182, por
supuestá violación del articulo 24.1 de la Constitución. El es-
crito aduce en substancia lo siguiente: .

Al Ante el Juzgado de Distrito número 7 de Sevilla se
entabló por PROllSA juicio declarativo contra el recurrente
por impago de dos letras de cambio. En oposición a la de·
inanda alegó prioritariamente el solicitante del amparo la nu­
lidad del negocio causa! subyacente, que amparaba un total
de seis letras de cambio, de las ·cuales sólo se reclamaba el
pago de dos de ellas. En su sentencia, el Juez entendió que
no podla conocer de la cuestión relativa a! negocio causal
subyacente porque su cuantía (132.822 pesetas) rebasaba el
limite cuantitativo atribuido a la competencia de los Juzgados
de Distrito y condenó al demandado a! pago de la cantidad
reclamada.

La sentencia fue confirmada en apelación por la Audiencia
Provincial de Sevilla en la sentencia de 7 de junío de 1983. im­
pugnada en el presente recurso. .

Bl El recurrente entiende que el Juzgado de DistrIto al
conocer de la demanda interpueata y condenarle en lulcio,
mien tras por el contrario se negó a conocer de la excepción
alegada por él. es decir. de la nulidad del contrato causal, le
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había producido Indefenslón
b

prlvGdole de obtener la tutela
efectiva de los Jueces :y Tri unalea en el ejercicio de sus de·
rechos e Interesea le¡ltimoe 'Y vulnerando por consiguiente el
artículo 24-1 de la Constltucl6n. Solicita la revocaci6n de la
sentencia recurrida 'Y que este Tribunal constitucional ordene
a la Audiencia Provincial de Sevl1la que declarando la Incom·
petencia del Juzgado da DiStrito número 7 de SevUla para
entender y resolver la demanda planteada, revoque la sen­
tencia dictada por el Juzgado de Distrito, y en su lugar dicte
otra por la que absuelva de la demanda .al demandado, con
reserva a la parte actora de las acciones que pudieran co­
rresponderle ante la juriSdicción competente o que, en la al­
ternatlva, por razones de economia procesal 'Y con revocación
de la sentencia dictl!dapor al Juzgado de Distrito, entre a
conocer del fondo crer asunto, y dicte la sentencia que en jus­
ticia y en derecho corresponda. Por otrosl solicitaba asimismo
la suspensi6n de la sentencia recurrida, .de acuerdo con lo
previsto en el artIculo 56 de la LOTC.

Segundo.-Por providencia de 20 de julio de 1983 la Sección
Primera de este Tribunal acordó ia admisión del recurso, re­
quirió la remisión de las actuaciones pertinentes o testimonio
de las mismas 'Y el emplazamiento de quienes fueron parte
de las mismas, con excepción del recurrente que aparece ya
personado. Se acordó asimismo formar la correspondiente pie­
za separada para la sustanciación del incidente de suspensión
de la ejecución del acto recurrido. Este incidente, oídas las
partes. fue resuelto por auto de 22 de agosto de 1983, denegando
la. suspensión.

Tercero.--<Pro providencia de 22 de septiembre de 1983, la
Secci6,! Primera de este Tribunal acordó tener por recibidas
las actuaciones solicitadas, tener por personado y parte al Pro­
curador don Rafael Rodríguez Montaut, en nombre y represen­
taci6n de PROnSA 'Y conceder un plazo común de veinte dias
al MInisterio Fiscal y 8. los representantes del recurrente y de
PROnSA para que formulen las alegaciones que estimen con­
venientes.

Cuarto,-En el plazo otorgado, el Ministerio Fiscal manifestó
que era conveniente: analizar, ,para resolver la cuestión plan­
teada, tres puntos distintos; si la defensa opuesta por el re~
currente frente a la demanda de que fue objeto era la única
que tenia a su alcance o, al' menos, tenia especial fuerza; si
la decisión del Juez de Distrito de no entrar a conocer de la
excepción invocada estaba legalmente fundamentada, y si la
alegati6n del recun-ente pudo ser actuada en otro proceso y
puede serlo aún con resultado análogo al que pretendfó con­
seguir en el que fue condenado. Respecto al primer punto, el
Ministerio Fiscal opina que, en efecto, la posible nulidad del
contrato causal subyacente era una defensa de relevante im­
portancia para la. defensa. del recurrente, Respecto a la segun­
da cuestión entiende el Fiscal que la decisión del Juez de OJS­
trito esteba l~galmente fundada. en los limites que por razón
de canhdad vIene impuesta a la competencia de los Juzgados
de Dlstnto. En ~uanto a la tercera cuestión, considera el Yiscal
que el recurrente podía haber Instado por el procedimiento
adecuado, es decir, por un pleito de menor cuantla Iniciado
ante el Juzgado de Primera Instancia, la nulidad del contrato
causal, lo que hubiese' dado l!'gar a dos procesos distintos, con
la poslblhdad de dos sentenCIas contradictorias: Una declaran­
do la nulidad del contrato y otra ordenando el pago de obli­
gaCIón surglda del mismo. Pero en todo caso, hubl€se podlClo
el recurrente solicitar, antes o al tiempo de presentar la de­
manda de menor cuantía, el embargo de la cantidad a cuyo
pago fuese condenado en el juicio ante el Juzgado de Distrito.
consiguiendo, al menos, detener la - producción del perjuicio
y enervar. en definitiva, las consecuencias de la objetiva im·
posibilidad de articular su defensa en el proceso primeramente
iniciado, Incluso, en el futuro, podría el recurreIlte entabiar e
juicio de menor cuantía, ya que la sentencia dictada por el
Juzgado no tendría por qué producir efecto de cosa juzgada ma­
terial en el pleIto sobre la invalidez del contrato causal. Con­
sidera difIcil. en cambio, el MinIsterio Fiscal que fuese posible
la acumulaci6n de autos entre ambos pleitos, por no ser com­
patible tal acumulaci6n con lo establécldo en ios artlculos 184
y 171 de la Ley de EnjuIciamiento Civil.

La conclusi6n de todo ello es que el recurrente pudo obtener
la adecuada tutela judicial y que procede, por tanto, la dene­
gaci6n del amparo, salvo que el Tribunal Constitucional con­
sidere excesivamente gravosa y, por tanto, Insuficiente desde
la perspectiva del derecho funde mentaL que consagra ~l ar­
ticulo 24 de la Constitución, la articulación de ia defensa su­
gerida por el Fiscal en su escrito.

Quinto.-También en el plazo concedido formuló el recurren­
te sus alegaciones. Reitera y amplia las expuestas· en su escrHo
de demanda., insistiendo en que no era· posible la acumulación
de autos sugerida por la sentencia impugnada ni tampoco hu­
biera servido de protección eficaz a su derecho la hipotética
alegación de la excepci6n de litIspendencia en el juicio de me­
nor cuantía, pues aparte de que, a su entender, sólo#cabe opo­
nerla en juicio de igual naturaleza, dado que en 105 juielos de
menor cuantía la decisión sobre la excepción indicada sólo po·
dria tomarse por el Juez de Primera Instancia en la sentencia,
antes de tal decisi6n ya habría recaldo sentencia en el juicio
ante el Juzgado de Distrito, con lo cual su eficacia serl!, nula.
Por otro lado, 51 el Juez de Primera Instancia desestimaba la
excepción podrían producirse sentencias contradictorias en lo~
dos procedimientos, cuando precisamente la finalidad de la ex­
cepción de litispendencia es evitar tal resultado. Reitera, por
último, la petición formulada en la demanda.

Sexto.-En el mismo plazo otorgado para. eUo la representa­
ción de PROnSA dijo, en substancia, que existía un cambIo de
pretensión, pues en su oposición a la demanda. ante el Juzgado
de Distx:ito el hoy recurrente sólo aleg6 la no obligaci6n del
pago de las letras por razones diStintas a las que hoy expone
para fundamentar el recurso de amparo, lo que es contrario al
articulo 44-1 de la LOTC.

Tampoco el recurrente agotó la vla judicIal, ya que no alegó
en el momento procesal oportuno la excepción de incompeten­
cia de jurisdicción si entendía que no era competente para
conocer del asunto el Juzgado de Distrito. En cuanto a la ins­
tancia de apelación el recurrente no podia obtener en eUa que
se resolviesen cuestiones que exceden de dicha instanCia, pu-es
en tal instancia sólo cabe discutir si en base de los materiaies
de la primera Instancia que ante el Tribunal superior se exa·
minan de nuevo, la sentencia ,apelada es o no acertada, sin que
puedan introducirse otras cuestiones,. salvo excepciones que no
se dan en este caso. Es dudoso también que Se produjese la
invocación formal del derecho fundamental vulnerado, Incum­
pliéndose, por tanto, lo dispuesto en el artículo 44-1, cl, de la
LOTe. Niega, tambIén la representación de PROIlSA que el re­
currente haya quedado indefenso, pues puede solicitar la nu­
lidad del contrato causal en un pleito de menor cuanUa, aparte
de que no utilizase en su momento otras defensas posibles coma
era la, citada excepción de Incompetencia de jurisdicción. Afirma
que en último término lo que pretende el recurrente es la re·
visión de la sentencia de la Audiencia Provincial de Sevilla,
convirtiendo a este Tribunal Constitucional en una tercera ins·
tanda, lo que como reiteradamente ha dicho su doctrina. na
es su función. ConcI uye solicitando la desestimación del re·
curso. _

Séptimo.-Por providencia de 22 de febrero de 1984 se fijó
el dia 29 de febrero para deliberación y fallo, Ese dia se de­
liberó y votó.

n. FUNDAMENTOS JURlDlCOS

Primerc.-Las objeciones de índole procesal que se contienen
en el escrito de la Sociedad PROllSA no san suficientes para
llevar a la desestimaci6n que con ellas se pide. En primer lu­
gar, de la lectura de la sentencia dictada por la AudIencIa
Provincial se deduce que el demandante de amparo hizo valer
su derecho a la defensa que estim6 lesIonado por el desequlli·
brio a que a su juIcio da lugar la sentencia del Juzgado de
Distrito, y tal Invocación es por si misma suficiente para con­
siderar cumplido el requisito del artículo 44.1, cl, de la LOTC,
que no requiere mención expresa del número del precep.to co.ns­
tilucional violado, ni siquiera de su contenIdo lIteral, s¡no slm·
plement" del derecho, cualquiera que sea .Ia forma en que éste
se exponga. En segundo ~rmino. no es c~erto tampoco que se
haya producido un cambIO en la. pretensIón. La sentencia de
ia Audiencia Provincial afirma lIteralmente. que en la apela­
ción se solicitó .la revocación de la sentencIa apelad.a. proce­
diendo dictar otra desestimando la de,:"anda, declarandOse la
incompetencia del Juzgado, con las debIdas reservas, o desesti­
mándose la demanda se absuelva al demandado. yeso es exac­
tamente lo que el recurrente pide en el recurso de amparo,
según se ha.ce constar en los antecedent~s. J:.. esOS ~os, extremos
da contestación la sentencia de la AudIenCIa. ProvIOel.al, y _ob­
viamente no corresponde a este Tribunal enJuIcIar, SI la ape-
lación era o no el cauce adecuado para su plan~eamlento. .

Por último, respecto al supuesto no agotamIento de la vla
judicial. que también alega PROnSA, se harán más adelante
las consideraciones procedentes.

Segundo.-Entrando en el fondo de la cuestión plant~ada,
conviene, ante todo, precisar cuál es su contenIdo constltUClon~l.
El solicitante del amparo fue demandado por PROnSA en jUiCIO
declarativo por impago de dos letras de cambio ante el Juzgado
de Distrito pues éste era el competente por razón de la can­
tidad reclamada que era inferior a 50.000 pesetas. Opuso el
entonces demandado como excepción la nulidad del c~ntrato
causal subyacente, pero el Juez de Distrito se consideró lnCOm·
petente para conocer de esta excepcl6n porque l~ cuantía de
dicho contrato era superior a 50.000 pesetas y excedla, por tanto,
los límites de su competencia por razón de la cuantla:. pero se
declaró, en cambio, competente para conocer de la a,celón, con·
denando al entonces demandado al pago de la cantldad recla­
mada por el actor. Hay que subray,,;r q~e se trataba d~ un
juicio declarativo y no de un JUICIO eJecutIVO. La dIferenCIa es
esencial, pues en el JUIcio declarativo el de~andado, puede opo­
ner a la acción todas las defensas que estIme pertll~entes (ex­
cepciones en el sentido amplio que este concepto tl.er.te en la
Ley de Enjuiciamiento Civill, mientras que en el jU1C10 ejecu·
tivo las excepciones están rigurosamente tasadas. La cuestIón
constitucional en juego consiste en decidir si ~1! el caso pr~
san te cabía separar el conocimiento de la aCClon del conOCI·
miento de la excepción sin vulnerar el derecho, de defensa Y
el derecho a la tutela judicial efectiva. reCOD?Cldos en el ar­
tículo '24-1 de la Constitución. Dicha separaCIón está ve~adl:l
por la legislación ordinaria y en concreto po.r el a:rti:::uJo 55
de la Ley de Enjuiciamiento Civil (LEC), ~egun la cual, .los
Jueces y Tribunales que tengan competencl~ para. conocer de
un pleito la tendrán también para las excepCIOnes que en él se
propongan, para la reconvención en los casos qu~ pr<?ceda,. y
para lo demás que el precepto dispone y que aqUl no ¡nteresa
La LEC no hace salvedad alguna respecto a las excepCIones,
aunque sí para las reconvenciones sobre las cuales la compe­
tencia no exist.. más que .en los casos que proceda,.. Y el ~r·
tículo 542 de la LEC dispone que .noprocederá la reconvenCiOD
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cuando el Juez no sea competente para conocer de ella por
razón de la materia-o La dlstlnclón '" lógica, pues la recon·
venclón no es una defensa frente a la acción luna excepclón
en sentido amplio), sino una nueva demanda que formula el
demandado en un proceso y puede ser tramitada Independiente­
mente sin 'que ello afecta a su defensa, Visto todo ello desde
la perspecliva constitucional, que es la única que aqui Interesa,
resulta que el princlplo de que el Juez que conoce de la acclón
debe conocer también de la excepción, no es sólO' una norma
de legalidad ordinarla. sino una aplicación del derecho de de­
fensa que la vieja Ley de Enjuiciamiento Civll re<;<>nOc\ó de
acuerdo oon el esplritu liberal que inspiró la legislación de su
tiempo y cuya Inobservancla incide en el 'mbito del derecho
fundamental consagrado en el articulo 24-1 de la Constitución.
y ello es asl porque el derecho a la defensa, tal y como esté
conflguredo en la LEC para los lulclos declarativos supone el
derecho a oponer a una acclón todas las excepciones que pueda
utilizar el demandado, y si se Impide que el Juez pueda apre­
ciar esél.S -PxcApciones. el df'mandado oo':1ría resultar condanRdo
a consecuencia de no habérsele permitido utilizar los medios
adecuados a su defensá, produciéndose, por tanto, indefensión.

Tercere.-No cabe alegar contra lo que se acaba de exponer.
que el solicitante del amparo hubiese podido o puede recurrlr
a otras vlas procesale. para obtener la tutela ludiclal ds su
derecho Esta tutela, para ser -efectiva_ como exige el articulo
24-1 de la Constltucl'ón, ba de ser expedita y fácilmente deter·
mlnable, y no se puede obligar a un litigante a que averigüe
y casi adivine en el conjunte> del complelo órdenamiento pr<>­
cesal qué medios tiene para obtener la protección de sus de­
rechos e intereses legitimas.

Basta con recordar brevemente [os diversos caminos que para
tal protección sugiere la Audiencia Provincial, el Ministerie>
Fiscal en este proceso y PROnSA para darse cuenta de la in­
certidumbre que existe a la hora de precisar que tenia o tiene
que hacer el solicitante del amparo para hacer valer el derecho
que alega.

La Audiencia entiende que procedla plantear demanda' de
menor cu~ntla pidiendo la nulidad del contrat.o causal ante el

Tribunal competente, a cuye> Juicio bubiese debido pedirse la
acumulación de autos del pleIto de cognición, El Ministerio
Fiscal consIdera dud<>sa esa solución y dlce .que el sollcltAnte
del amparo debió Instar la nulidad .del contrato ante el Tribu·
nal competente, pero, que prescindiendo de la acumulación de
autos, bublese podido solicitar el embargo preventIvo de ia
cantidad a cuye> pago fuese condenado, y que Incluso en el
futuro puede entablar el juicle> de nulidad, ya que la sentencia
del Juzgado de Distrito no tendrla por qué producir efecto de
cosa juzgada en el nuevo pleito. La representación de PROIlSA
afirma tambIén que el recurrente puede pedlr la nulidad. del
contrato causal ante el Tribunal competente y que pudo asi­
mismo ejercitar en su momento otras defensas contra la ac­
ción entablada ante el Juez de Distrito, como la excepción de
incompetencla de jurisdicción, por '10 que. sostiene PROliSA. el
recurrente no agotó la vla judicial como requiere el articulo
44-1-a de ia LOTC. No puede hablarse ante esa variedad de
autorizadas opiniones que existiese o exista un medio razona­
blemente exigible para que el sollcitante del ampare> satisfaga
su derecho a la tutela judicial efectiva. Por la misma razón
no puede estimarse el motivo de inadmlsión consistente en no
haber agotado el recurrente la vla judlclal (artlculo 44-1, a),
que se ac!,ba de citar y al que se aludió en un principio, pues
este .reqUlslto para acceder al recurso de amparo se refiere a
los medios procesales' que razonabiemente pueden ser conocidos
y ejercidos por los litigantes. no a cualquiera que sea Imagina·
ble o poSIble, como ya ha dIcho este Tribunal Ce>nstitucional

(sentencias 73/1982, de 2 de dlciembre; R. A. 197, Y '29/1983,
de 26 de abril, R, A. 198/19821.

Cuarto.-Oe todo lo expuesto resulta que debe estimarse el
amparo solicitado en cuanto el recurrentlt no obtUVe> la tutela
judicial efecllva y sufrió indefensión al negarse a conocer de
la excepción pc>r él opuesta y conocer en cambie> dIO la acción
el Juez de Distrito en el Juicio declarallve> planteado. Queda
por determinar ei contenido del falle> que debe pronunciar ,este
Tribunal de acuerdo con le> dispuesto en el articulo 55-1 de
la LOTe. Procede. desde luego, anular la sentencia de ia Au­
diencia impugnada. nero "ste Tribunal Constitucional ne> puede
ordenar a dicha Audiencia que declare la incompetencia del
Juzgado de Distrito ni que entra a conocer del fondo del asunto
como soUclta el recurrente. No compete, en efecto, al Tribunal
Constitucional determinar cu'l es el órgano judicial competente
pare. conocer del asunto planteado, sino reconocer el .derecho
del recurrente a la 'tutela judicial efectiva sin que sufra inde­
fensión lo que conll'Jva. en el presente caso el der41cho a que
el Juez que conozca de la acción conozca también de la excep­
ción propuesta. Si este Juez es que cone>ció inicialmente de la
acción, es decir, el Juez de Distrito cuya competencia se extien­
de a COlloc.r de la excepción, a pesar de que la cuantia de ésta
exceda. de su competencia objetiva. o bien este Juez debió in­
hibir... ai promoverse la excepción en favor del Juez de Primera
instancia a quien corresponde ia competencia por razón de
aquella cuantía, es una cuestión de mera lfO;jrFlhl"", " Que. como
tantas veces se ha dicho, no puede decidir este Tribunal. Por
ello .Ias medidas apropiadas para restablecer al recurrente en
la integridad de su derecho lart. 55-1-c de la LOTC) es anular
también la sentend.. del Juez de Distrito para que éste o en·
tre a conocer de la excepción o se inhiba a favor del Juzgado
de Primera Instancia competente de manera Que en la forma
que resulte legalmente mf.s adecuada ... reaUce el derecho d.
defensa del recurrente a que se resuelva conjuntamente y én
el mismo pleito sobre la aCCIón y la excepción.

FALLO
En atención a todo lo expuesto. el Trihlll'"l ... T r,.,,.,d;hr:;rmal

POR LA AUTORIDAD QUE LE CONFIERE LA CONSTlTUCION
DE LA r-rAClON ESPAÑQLA, .

Ha decidide>,
Otorgar el amparo solicitado.

1. Anular la sentencia de la Sección Segunda de la Audien­
cia Provinciai de Sevilla de 7 de junIo de 1983, dictada en el
rollo de apelación 7/1983, confirmatoria de la dictada por el
Juez de Distrito número 7 de la misma ciudad en los autna de
cognición numero 263/1982, con fecha 6 de diciembre de 1982.

2. Reconocer el derecho del recurrente a que el mismo ór­
gano judicial que conozca de la acción interpuest.a contra él
conozca de la excepción que él promueve.

3. Restablecer al recurrente en la integridad de su dere­
cho y pare. ello anular la citada sentencia del Juez de Distrito
y retrotraer las actuaciones basta el momento de dictar sen·
tencla para que dicho Juez o se deciare competente para cono­
cer de la excepción o se inhiba, elevRndo la causa 'al Juzgado
de Primera Instancia que estime competente.

Publlquese en ei ·Boletln Oficial del Estado-.

Madrid, '6 de ma.rzo de 1984.-Manuel Garcfa Pelayo y Alon­
sa.-Angel Latorre Segura.-Manuel Diez de Velasco Vallejo.­
Gloria Begué Cantón.-Rafael Gómez-Ferrer Morant.-Angel Es­
cudero del CorraL-(Firmado y rubricado.)

EN NOMBRE DEL REY

la siguiente

La Sala Segunda del Tribunal Constitucional. compuesta por
don Jerónimo Arozamena Sierra, Presidente, y don Francisco
Rubio L1orente, don Luis Diez y Picaza y Ponce de León. don
F~anclsco Tomás y Valiente y don Antonio Truyol Serra, Ma­
gIstrados, ha pronunciado,

SENTENCIA

En el recurso de amparo promovlde> por la Unión General
de Trabajado.-es, representada por la Procurade>ra dalla Elisa
Hurtado Pérez y bajo ia dlrecclón del Abogado don Marcial
Amor Pérez, contra el Reai Decreto 124/1982 de 15 de lunlo
sobre fijación del salarle> mlnlmo Interprofesional, y en el qué
han comparecido, en nombre del Gobierno de la Nación, el
Abogado del Estado, y con el carf.cter que correspande el Mi.
OIsterlo Fiscal. siendo Ponente el Presidente, don Jerónimo Aro.
zamena Sierra, qUIen expresa el parecer de la Sala.

l. ANTECEDENTES

Primero.-La Unión General de Trabajadores lUGTl, enten.
dienclo que los articulas l.' y 6.- del Real Decreto 124/1982 -al
establecer unos salarlos para los trabajadores diferenciados por

edad vulneraba la Constitución Españe>la (CEI interpuse> ante
el TrIbunal Supremo (Sala Terceral· recurso contencioso admi­
nistratlve>. acudiendo al procedimiento de la Ley 62/1978. El
TrIbunal Supreme>, pc>r auto de 30 de marzo de 1982, declaró
que el procedimiente> elegido no era el procedente, puesto que
debla ventilarse por el procedimiento ordinario, y UGT inter­
puso recurso de suplica, alegando que si bien la filaclón del
salarie> mlnlmo no ce>nstituye un derecho fundamental se habla
tncurrido a la hora de fijario en la violación del dereche> a la
19ualdad que proclama el articulo 14 de la CE. de mode> que
el auto del TrIbunal Supremo, al no admitir a trámite el re­
curso, habla infringlde> Ie>s artlculoe 14, 24.1 Y 26.1 de la CE. El
Tribunal Supremo desestimó el recurso de suplica.

Segundo.-EI 1.5 de junio de 1982 la UGT. representada pc>r
la Procuradora dalla Ellsa Hurtado Pérez, interpuso recurso
de amparo, .." el que solicitó que se dicte sentencia, pe>r la
que, al Se declaren nulos o se dejen sin efecte> loe Autos
de 30 de marzo de 1982 y 26 de maye> de 1982 de la Sala Ter­
cera del Tribunal Supremo, dictados en autos numero 306.633.
en el recurso interpuesto pc>r la Unión Generai de Trabajadores
contra el Real Decrete> 124/1982, de 15 de enero; bl se declaren
nulos o se dejen sin efecto los artlcule>s prWnero, en sus puntos 2
y 3. y sexto, en sus puntos 2 y 3, del Real Decreto 124/1982,
de 15 de enero, por el que oe fija el salarlo mlnlmo Interpro­
feslonai para 1982, por vulnerar el principio constitucional con·
sagrado en el articulo 14 de la CE; cl subsidiariamente del
punto b) anterior, para el caso que aquél no sea estimado, se
retrotratgan las actuaciones del recurso número 306.633 de 18
Sala Tercera del TrIbunal Supremo interpuesto por la Unión

Sala Segunda. Recurso de amparo número 234/82.
Sentencia número 31/1984. de 7 ds marzo.
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